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3ªFavorecer una mayor estabilidad o continuidad a los programas y servicios 

gestionados por las entidades.

En la recomendación anterior se ha apuntado ya esta necesidad, que también fue 
objeto de recomendación por parte del Ararteko ya en el año 1995 en relación con 
los convenios entre Bienestar Social de las tres diputaciones forales y asociaciones que 
trabajaban en el campo social (cfr. Informe 1995, págs. 45-47).

En general, las entidades aspiran a dejar de depender de las convocatorias anuales de 
ayudas y pasar a la vía del convenio, del concierto o del contrato. Las limitaciones, ven-
tajas e inconvenientes de cada fórmula son bien conocidas. No creemos que corresponda 
a esta institución decantarse por una fórmula o por otra, sino señalar los problemas y 
destacar la necesidad de resolverlos utilizando para ello los procedimientos o criterios 
que se consideren más oportunos.

Así, para resolver este tipo de problemas, bastante habituales, podrían utilizarse diferentes 
fórmulas, como sustituir las subvenciones por convenios o contratos cuando el servicio  
prestado lleva ya dos o tres años, se ha demostrado necesario y ha sido valorado posi-
tivamente; aumentar la duración de los convenios (de anuales a plurianuales); establecer 
fórmulas de concertación que ofrezcan una mayor seguridad a todas las partes…

En cualquier caso, el objetivo sería siempre el mismo: favorecer la estabilidad o conti-
nuidad de los programas y servicios.

4ªReducir las diferencias actuales entre territorios y/o subsectores.

A lo largo de todo el informe venimos insistiendo sobre la gran diversidad de situaciones 
observada. Esta característica es, casi, definitoria del conjunto del sector. En algunos casos, 
incluso, podría hablarse de una diferencia a la baja “asumida”. Pero, en general, se aboga 
por que en aquellos servicios públicos gestionados por el Tercer Sector la financiación de 
la Administración suponga unas condiciones laborales similares a las de la propia Adminis-
tración, evitando así que el Tercer Sector sea una elección por coste y no por capacidad, 
valor añadido, grado de compromiso o cercanía a la realidad. Ésa sería la meta.

El informe apunta que son las entidades de discapacidad intelectual las que –compara-
tivamente– mejores condiciones disponen, y las entidades de promoción sociocultural 
y exclusión social que funcionan por subvenciones las que peor lugar ocupan. En este 
último escalafón hay una cierta percepción de normalidad en la precariedad existente, 
que sin embargo no es compartida en absoluto por otros subsectores.

Existen grandes diferencias según cuál sea el subsector (incluso dentro de un mismo 
subsector), el territorio histórico o a la administración para la que se trabaja, derivadas 
del tamaño de las entidades, su organización, su capacidad de presión, su historia, el 
tipo de servicios prestados, la propia configuración de los servicios sociales…

Estas diferencias quedan reflejadas en múltiples convenios sectoriales muy diferentes, que 
marcan condiciones laborales distintas. Pero para poder mejorar las condiciones de un con-


